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Resumen:

En el marco de la Convocatoria a las Jornadas Chilenas de Derecho Público, que llama a trabajar en propuestas innovadoras en torno a las relaciones entre Estado, Sociedad y Participación, la ponencia persigue incorporar en el debate la idea de garantizar y otorgar una verdadera participación a niños, niñas y adolescentes en el proceso de análisis político de las relaciones que se dan entre diferentes actores en Chile, desde una posición que releva su carácter de sujetos de derechos y en el marco de la instalada discusión nacional sobre la necesidad de un nuevo modelo constitucional.
Si bien existe desde antiguo una creciente preocupación por la situación de los derechos de los menores de 18 años en el mundo, no ha sido sino hasta la adopción y entrada en vigor de la Convención de Derechos del Niño en 1990 que se recoge una concepción de ellos como sujetos plenos de derechos, con carácter universal y bajo el paradigma de la protección integral, estableciendo un cuerpo estructurado de derechos bajo ciertos principios rectores como la supervivencia y el desarrollo, la no discriminación, la autonomía progresiva, y la propia participación, concebidos en torno a la idea del interés superior como derecho y a la vez criterio interpretativo.
Nuestro país no quedó al margen de ese nuevo paradigma al ratificar la Convención en 1990, pero hasta la fecha no se ha hecho ninguna reforma constitucional que haga referencia especial a los niños o que incorpore con rango constitucional - de manera expresa – el interés superior o alguno de los otros principios rectores, como la participación. Por cierto que adhiriendo a la doctrina del “bloque constitucional de derechos” es posible entender que sí están incorporados y ello en cierta medida “salva” la omisión del constituyente hasta la fecha.

Así las cosas, no es menor considerar seriamente que la participación de los niños, niñas y adolescentes en los asuntos de su interés es un derecho de carácter constitucional que el Estado, como garante principal de los derechos, debe encargarse de satisfacer en plenitud, conforme el estándar internacional que le ha dotado de contenido y precisión.

Conforme este estándar, la participación de los niños y el derecho a exigirla debe tener un lugar preferente pues se la concibe como un derecho y a la vez un principio rector de todo asunto que tenga que ver con infancia y adolescencia.
Esta participación, contemplada principal pero no exclusivamente en el artículo 12 de la Convención aunque no está así expresamente referida, implica que los menores de 18 años tienen derecho a expresar su opinión respecto de las decisiones que se tomen en torno a aspectos que les afecten. 
El artículo citado llama a los padres, madres y/o responsables del menor, a que escuchen la opinión que las y los niños, haciéndolos parte de la toma de decisión. “1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional”

Para la precisión del contenido y características de esta participación ha sido determinante el trabajo del Comité de Derechos del Niño – órgano de supervigilancia de la Convención respectiva - que, partiendo de la base de que el derecho a expresar sus opciones es una opción y no una obligación de los niños, establece que los estados deben asegurarse de que reciba toda la información y el asesoramiento necesarios para tomar una decisión que favorezca su interés superior. Agrega que para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 12 es necesario que se adopten cinco medidas para hacer realidad efectivamente el derecho del niño a ser escuchado en los asuntos que le afecten o cuando sea invitado a dar su opinión en un procedimiento oficial, así como en otras circunstancias: debe existir preparación del niño; la audiencia en que vaya a ser escuchado debe tener un contexto adecuado que le inspire confianza; debe evaluarse la capacidad del niño para formarse un juicio propio; debe ser informado del resultado del proceso y explicársele como se tuvieron en consideración sus opiniones; y debe establecerse un sistema de recursos o quejas para que niño denuncie cuando su derecho a ser escuchado no se respete
.

Si bien en una primera aproximación puede entenderse que el derecho se circunscribe al ámbito de procedimientos particulares que les afecten, como los judiciales en que se vean envueltos, como un juicio de relación directa y regular por ejemplo, el Comité de Derechos del Niño se ha encargado de precisar que son “procesos permanentes, como intercambios de información y diálogos entre niños y adultos sobre la base del respeto mutuo, en que los niños puedan aprender la manera en que sus opiniones y las de los adultos se tienen en cuenta y determinan el resultado de esos procesos” y que abarca dos esferas: el derecho del niño a ser oído en forma individual y el derecho a ser oídos aplicable a un grupo de niños, caso en que podemos pensar en los alumnos de una clase, los niños de un barrio, los niños con discapacidades, los niños de una comuna determinada.
Si a ello adicionamos la idea de que debe garantizarse en todo tipo de procedimientos, sean judiciales (civiles: separación de los padres, cuidado de los hijos,
penales: niño infractor, niño víctima, niño testigo) o administrativos (disciplina en las escuelas, entrega de certificaciones educativas, peticiones de asilo de niños no acompañados, peticiones de licencia de conducir) parece que no podemos eludir la consideración de que también en los procesos políticos – en un amplio sentido - debe ser tenida en cuenta su opinión. 
Hablamos entonces de “procesos políticos” de una manera genérica para referir a aquellas decisiones que tienen que ver con las cuestiones propias del orden políticos del estado y que inciden en el ejercicio de su ciudadanía actual y futura. Por ejemplo, el orden y constitución de las familias; el modelo de educación que quiere un país; los gobiernos locales y sus atribuciones y nombramiento; los medios de comunicación y su rol en la tranmisión del conocimiento y la información; la acción global y particular de organismos gubernamentales y no gubernamentales. 
Ahí es donde los niños, niñas y adolescentes también deben ser escuchados aunque pueda parece que su interés se diluye frente a otros asuntos específicos, como puede ser su opinión sobre con quien deben vivir, o cómo les afecta una decisión médica, por ejemplo.
Visto de otra manera, esta es la mirada que no sólo ayuda a cumplir con un deber estatal impuesto por la consideración de la Convención como una fuente de nuestro derecho interno, sino además permite levantar un camino posible en la búsqueda de ciudadanos empoderados y que puedan generar un mejor modelo de democracia en el futuro desde la asunción de un rol participativo en la sociedad de que forman parte desde que logran - conforme con su autonomía progresiva - dar a conocer lo que sienten, desean o necesitan y por tanto, ser reconocidos como un sujeto más de derecho en el cuerpo social.
Como dice el Instituto Interamericano de Derechos del Niño, “…el núcleo que caracteriza una experiencia o un proceso participativo es el reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como personas capaces de comprender su realidad, formarse opiniones propias sobre ella, expresarlas en forma responsable e involucrarse en la solución de los problemas comunes.

El derecho a la participación lo tiene todo niño o niña desde su nacimiento; pero es necesario que el mundo adulto reconozca y valore esas capacidades que el niño adquiere gradualmente desde el inicio de la vida para así habilitar su pleno ejercicio”.
Sobre esas bases, la ponencia tiene como objetivo exponer las bases de este derecho/principio estructural para el abordaje de los asuntos de infancia y adolescencia, desde la comprensión que han hecho los órganos internacionales competentes de su contenido, para revisar luego algunos modelos latinoamericanos de participación política de niños, niñas y adolescentes - considerando la situación chilena en la materia - y proponer algunas ideas en el marco de la discusión nacional que parece instalada ya sobre la necesidad de un nuevo modelo constitucional que recoja de mejor manera la participación ciudadana y en que parece ineludible dar espacio a la voz de niños, niñas y adolescentes.
Se usará el método cualitativo de investigación que trabaja con el análisis de fuentes secundarias emanadas de la doctrina especializada que ha estudiado el tema de la participación infanto - adolescente desde los estándares internacionales en la materia y el trabajo promovido por organizaciones internacionales como la ONU, a través del Comité de Derechos del Niño y la OEA, por intermedio del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes.

Como resultado se espera entregar una sistematización de las fuentes consultadas a partir de la cual estructurar -  al modo de marco teórico - algunos ejes centrales que debería tener un modelo que recoja adecuadamente medios de participación de niños, niñas y adolescentes que pueda ser acorde con el respeto de sus derechos humanos, que les integre en el proceso político como personas plenas y no “incompletas” porque aún no han llegado a ser adultos.

Sumario: I. Estándares internacionales sobre participación de niños, niñas y adolescentes. II. Una mirada a la realidad latinoamericana y al caso chileno. III. Reflexiones y algunas propuestas de cara a un nuevo modelo constitucional en Chile.
* Título y resumen provisorio al 15 de septiembre de 2013. Nada de lo que se expone en este documento puede ser reproducido por medio alguno sin consentimiento de su autora.


� Comentario General del Comité de Derechos del Niño N° 12. El derecho del niño a ser escuchado (2009). CRC/C/GC/12, párrafos 40 a 47.
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